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"2023, Año del Centenario del Voto de las Mujeres en San Luis Potosí, Precursor Nacional”.
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 TOCA **********EXP. **********

	APELACIÓN:**********

	JUICIO CONTENCIOSO: **********.

	ACTOR: ********** 

	AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: HONORABLE AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.**********
MAGISTRADO:
CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIO:

MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMÍREZ.



San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintitrés de octubre de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver los autos del toca **********, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por ********** en su carácter de **********, autoridad demandada, en contra de la resolución de veinte de septiembre de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, al resolver el juicio contencioso administrativo **********, turnados a esta Sala Superior el veintinueve de noviembre del año próximo anterior, mediante oficio SA-162/2022, signado por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La Vía resultó procedente.

TERCERO.- La Parte Actora probó su acción, en consecuencia se determina la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y razones expuesto en los Considerandos Cuarto y Sexto de esta Sentencia.

CUARTO.- Se establece a favor de la Parte Actora una indemnización por la cantidad de $5,286.00 (cinco mil doscientos ochenta y seis pesos 00/100 m.n.), de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Séptimo de ésta Sentencia.

QUINTO.- La indemnización deberá ser sea actualizada en términos del Código Fiscal del Estado, tal y como se ha establecido en  la parte final del Considerando SEPTIMO de esta Sentencia.
 [...]”

II.- Inconforme con la referida determinación, ********** en su carácter de **********, autoridad demandada, interpuso recurso de apelación por escrito presentado el dieciséis de noviembre de dos mil veintidós en la Oficialía de Partes de éste Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en ésta Sala Superior el veintinueve del mismo mes y año; atendiendo a que por auto de veintitrés de noviembre del año próximo pasado
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior la apelación y el expediente **********III.- Por acuerdo de treinta de noviembre de dos mil veintidós
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********; así mismo se ordenó notificar a la parte actora **********,**********para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- Mediante auto de trece de diciembre del año próximo pasado
, se certificó que la parte actora ********** no desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 8, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y, 21 y 24 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.


SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los numerales 24 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y municipios de San Luis Potosí; 152, 153 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

 “ARTÍCULO 24. El procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado por la vía contenciosa, se substanciará de conformidad con lo dispuesto por el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.”

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.
A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

De los citados artículos se obtiene que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.
Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en  los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de ********** en su carácter de **********, autoridad legitimada acorde al artículo 141, inciso c) del Reglamento Interior del Municipio de San Luis Potosí, para representar jurídicamente al Ayuntamiento de San Luis Potosí en los asuntos en que éste sea parte, y que al efecto señala:
“ARTÍCULO 141. Las Síndicos o los Síndicos, además de las que la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí, les señala, tendrán las siguientes facultades y obligaciones

[…]
c) Representar jurídicamente al Ayuntamiento en los asuntos en que éste sea parte; 

[…]”
El énfasis es propio.

Además, se advierte que ********** con el carácter referido anteriormente, acreditó su personalidad conforme a lo establecido por el artículo 220, segundo párrafo, del Código de la materia y fuero, ya que exhibió copia simple de la publicación del Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” de la Declaratoria de validez de la elección de los cincuenta y ocho Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, de fecha dos de octubre de dos mil veintiuno.
De ahí, que en el caso, el recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa fue notificada a la parte recurrente, por oficio el veintiuno de octubre de dos mil veintidós
, por lo que dicha notificación surtió efectos el veinticuatro siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del veinticinco de octubre al dieciséis de noviembre del año próximo pasado; sin contar los días veintinueve y treinta de octubre, cinco, seis, doce y trece de noviembre del mismo año, por ser inhábiles, así como el uno y dos del mismo mes y año, por haberse declarado la suspensión de labores de este Órgano Jurisdiccional, con motivo de la celebración de “Día de Muertos”, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo; por lo que si el recurso de apelación se presentó el dieciséis de noviembre de dos mil veintidós, se patentiza se interpuso oportunamente.
QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por ********** en su carácter de **********, autoridad demandada, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de veinte de septiembre de dos mil veintidós,
 se declaró que la parte actora probó su acción, en consecuencia se determinó la existencia de Responsabilidad Patrimonial del Estado a cargo del **********.

De lo anterior se advierte, que este asunto deriva de una resolución dictada con motivo del reclamo a la autoridad responsable por el daño patrimonial ocasionado.

Por ende, el presente asunto encuadra en lo dispuesto en el artículo 152, fracción IV, del Código Procesal de la materia y fuero, el cual establece como requisito de procedencia, sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Así como los numerales 2°, 3° y 24 (citado anteriormente) de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida:

I. Por escrito recibido el catorce de septiembre de dos mil veintiuno
, en el buzón de promociones de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, **********, por su propio derecho, demandó por el pago de indemnización a causa del daño patrimonial sufrido como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Municipio, desempeñada por el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, señalando como hechos que dieron origen a la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, lo siguientes:

I.- Expongo que el día lunes 16 de agosto del 2021 aproximadamente a las 16:45 hrs. Al ir circulando en Av. Venustiano Carranza al pasar la glorieta donde está ubicado el Hospital Central. Así como el parque de morales, con dirección a la calle Dr. Carlos Canseco, en mi motocicleta marca: **********, **********, me disponía a girar a la derecha para incorporarme a la calle Dr. Carlos Canseco, sin embargo, al hacerlo caí en un bache, que se ubica exactamente en la esquina de av. Venustiano Carranza y Dr. Carlos Canseco, el cual debido a su magnitud me hizo perder el control del vehículo provocándome una caída en la que sufrí lesiones leves, así mismo, mi vehículo resultó con daños al caer sobre su costado derecho y deslizarse sobre la cinta asfáltica.

II.- El vehículo anteriormente mencionado al momento de volcarse sobre su costado derecho, sufrió daños en partes de la carrocería ocasionados por la caída, resultado de la magnitud del bache generado por la falta de mantenimiento a la cinta asfáltica por parte del H. Ayuntamiento de S.L.P.

Específicamente los daños que sufrió el vehículo consisten en: Rueda y rin delantero, salpicadera delantera, pedal del freno trasero protectores del escape, slider o burrera, espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero, depósito de líquido de freno delantero.

III.- De los anteriores hechos resulta evidente la relación de causalidad entre los daños producidos por el mal estado de la vía pública y el funcionamiento de los servicios como consecuencia de la actividad administrativa irregular.

IV.- Los daños del vehículo ascienden a $5,286.00 mxn.

Rin delantero: $1758.00
Salpicadera Delantera: $411.00


Pedal del freno trasero: $459.00

Protectores de escape: $650.00

Slider burrera $1000.00

Espejo retrovisor derecho: $688.00

Manija del freno delantero con depósito de líquido de frenos: $320.00. Total $5,286.00 mxn.”

II. Por auto de ocho de octubre de dos mil veintiuno
, la Tercera**********Sala Unitaria, requirió al actor para que dentro del término de cinco días hábiles, acreditara su interés jurídico para comparecer en el juicio, requerimiento que tuvo por cumplido la Sala de Origen en tiempo y forma el once de enero de dos mil veintidós
**********
III. En la propia fecha, el Magistrado de la Tercera Sala admitió a trámite la demanda y ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera, carga procesal que tuvo por cumplida el A quo en tiempo y forma por proveído de veinticinco de mayo del año próximo pasado
.
IV. Seguido el juicio en todas sus fases, el veinte de junio del dos mil veintidós, se celebró la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal de la materia y fuero y se citó
 para resolver en definitiva; dictándose sentencia el veinte de septiembre de dos mil veintidós,
 en la que la Tercera Sala Unitaria, declaró la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo del**********y declaró a favor de la parte actora una indemnización por la cantidad de**********la cual se actualizará en términos del Código Fiscal del Estado.
La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. Estudio. Los agravios que hace valer la autoridad recurrente son inoperantes; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

Como ya se dijo, en la sentencia de veinte de septiembre de dos mil veintidós, el Titular de la Tercera de este Tribunal Administrativo, declaró la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo del**********y condenó a la parte reo a pagar a la parte actora, la indemnización por la cantidad de**********incluyéndose la actualización que en términos del Código Fiscal del Estado, se prevea, al determinar:
Que la responsabilidad patrimonial en el Estado de San Luís Potosí está regulada por la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, y que los artículos que regulan el procedimiento de reclamación, son el 2º, 3º, 4º, 5º, 6º,20, 21, 22, 23, 24, 26, 27, y 28 de la Ley en comento.
Que el procedimiento de reclamación, cuando se presenta en la vía contenciosa administrativa, es un juicio contencioso, en que el administrado debe acreditar plenamente su derecho subjetivo a la indemnización, por lo que requiere satisfacer, plenamente, dos pretensiones y pronunciamientos:

· Declarativo del título. Considerando que el objeto de la responsabilidad es la actividad administrativa irregular y el daño aducido, (conforme los artículos 2º y 3º de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí), debe quedar fehacientemente probado ese status;

· Condena de la Prestación. Implica acreditar el nexo causal, entre la conducta imputable a la administración y la lesión producida, esto es, que se establezca la relación de causa-efecto entre la actividad administrativa irregular y el daño aducido;

Y que, acorde a los artículos 6º, 26 y 27, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, concluyó que las entidades demandadas, podrán oponer como excepciones, alguna de las siguientes hipótesis legales:
1. No se demostró que la actividad administrativa existió o fue regular;

2. El daño o perjuicio no se causó;

3. No es comprobado el nexo causal entre la conducta (actividad administrativa irregular) y la afectación (daño o perjuicio); o

4. Se está frente a un supuesto que limita o exceptúa de responsabilidad a la administración (fuerza mayor o caso fortuito).

Así mismo, estableció que la acción de Responsabilidad Patrimonial del Estado, se integra por la existencia de tres elementos, a saber:

A. La existencia del daño o lesión en el reclamante;
B. La existencia de una actividad administrativa irregular; y
C. El nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado.
Por lo que, analizó cada uno de los elementos definidos en relación a lo planteado por la parte actora en la demanda y, en primer lugar, estudió lo relativo a la existencia del daño o lesión en el reclamante.

Señaló, que según se estableció en el considerando cuarto de la sentencia, en el presente caso no fue materia de controversia la existencia de los daños, que se encuentran descritos en el punto II, del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, pues ante la falta de controversia, los hechos no fueron materia de prueba, ya que únicamente son materia de prueba los hechos controvertidos; es decir aquellos respecto de los cuales se entabló litis.**********Reiteró, que los hechos cuya contestación se evita, omite o evade, se presumen ciertos salvo prueba en contrario, como explicó en la sentencia; presunción legal que, si bien admite prueba en contrario, destacó, que en el sumario de cuenta no obra prueba en contrario a la mencionada presunción legal.

Adicionalmente, y derivado de la falta de controversia, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria consideró que no es necesaria la prueba; así mismo determinó que no se debe confundir la prueba del hecho consistente en los daños, con la acreditación del daño o lesión patrimonial como elemento de la acción, que, advirtió, requiere de una valoración de elementos jurídicos.

Refirió que para acreditar su reclamo de responsabilidad patrimonial del estado, la parte actora aportó diversas pruebas, de ellas, por su relación con el elemento de lesión patrimonial, destacó las documentales consistentes en siete fotografías digitales de una motocicleta que presenta daños, y la representación gráfica de un comprobante fiscal digital por internet (CFDI), factura emitida por COPPEL sociedad anónima de capital variable. a favor del actor.

Que del análisis de las siete fotografías digitales, obtuvo que apreció una motocicleta (fotografía 3) color gris que presenta diversos daños apreciables a simple vista, como lo son raspadura en el pedal derecho (fotografía 4), protector tubular negro doblado (fotografía 5), daño en la horquilla en la parte izquierda a la altura de la unión con la rueda delantera (fotografía 6), raspadura en protectores del escape (fotografía 7) raspadura en el rin de la rueda delantera (fotografía 8), raspaduras en espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero (fotografía 9); al respecto refirió, que los daños que apreció a simple vista en las fotografías, coinciden con los descritos en la demanda.

Que al contestar la demanda, la autoridad demandada objetó las pruebas en el sentido de que no se acredita plenamente que los daños hayan sido causados en la forma fecha y lugar que refiere la parte actora, incluso que de las fotografías ni siquiera se desprende la existencia de un bache, ni se acredita que los daños en la motocicleta sean consecuencia del bache, ni obra prueba de este en la fecha en que ocurrieron los hechos, ni que sea consecuencia de una actividad administrativa irregular.

A juicio del Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, dicha objeción resultó infundada, atento a los siguientes razonamientos.

En cuanto a la manifestación de la parte demandada en cuanto a que las pruebas aportadas por la parte actora, no acreditan plenamente que los daños hayan sido causados en la forma fecha y lugar que refiere la parte actora, sostuvo que la premisa es equivocada, ya que se refiere a la valoración aislada de los medios de prueba; sin embargo, de la valoración conjunta de las diversas pruebas documentales, y de las presunciones legales a favor de la parte actora, resolvió que el resultado es completamente diferente.

Señaló que, de la valoración en su conjunto de las documentales consistentes en las siete fotografías en donde se aprecian daños a un vehículo tipo motocicleta, en relación con factura que ampara la propiedad de una motocicleta a favor del actor, y la certeza de lo afirmado por la parte actora en la demanda en el sentido de que la motocicleta que conducía sufrió diversos daños; es que concluyó que la unidad motriz que aparece en las fotografías es la que sufrió los daños en el hecho de tránsito acaecido el dieciséis de agosto de dos mil veintiuno, aproximadamente a las dieciséis horas con cuarenta y cinco minutos, en la intersección la avenida Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco en ésta Ciudad de San Luis Potosí, sobre el que versa la reclamación de responsabilidad patrimonial del estado, pues consideró que los daños que se aprecian a simple vista en las fotografías y los que describe el actor en la demanda resultan coincidentes, así como que esa motocicleta es propiedad del actor.

Por lo que refiere al diverso argumento de la recurrente, tocante a la objeción en el sentido que de las fotografías no se desprende la existencia de un bache, ni tampoco se acredita que los daños en la motocicleta sean consecuencia del bache, ni obra prueba de este en la fecha en que ocurrieron los hechos, ni que sea consecuencia de una actividad administrativa irregular; pues, sostuvo que dicho argumento es igualmente infundado por falta de pertinencia, puesto que, decidió, pretende hacer ver que no se prueba una cuestión que evidentemente no era el objeto demostrativo de la prueba; y que además, consideró se encuentra acreditada con diversas probanzas.

Que ello fue así, ya que al mostrar la motocicleta y los daños que presentaba, era claro que las fotografías tenían como objetivo demostrar los daños en la motocicleta propiedad del actor, y no la existencia del bache, y demás aspectos que refiere la autoridad demandada.

Sobre el particular, destacó que se aportaron además, las documentales privadas consistentes en dos videos, donde apreció la existencia de dos baches en la intersección de la avenida Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco en ésta Ciudad de San Luis Potosí.

Por otra parte, estableció que para justificar la propiedad del vehículo tipo motocicleta, la parte actora aportó la documental consistente en la representación gráfica del comprobante fiscal digital por internet (CFDI), factura emitida por COPPEL sociedad anónima de capital variable, que lo ampara como propietario de la motocicleta marca **********, modelo **********.

A las referidas documentales les otorgó valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción II y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Ahora bien, de la valoración conjunta de las pruebas documentales, y de la narrativa de hechos que tuvo por ciertos, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluyó que la parte actora acreditó el elemento de la acción de reclamación de responsabilidad patrimonial del estado consistente en el daño en el patrimonio de la parte actora, ya que acreditó que el bien de su propiedad vehículo tipo motocicleta marca **********, presentó daños en la salpicadera delantera, pedal del freno trasero protectores del escape, slider o burrera, espejo retrovisor derecho, manija del freno delantero, depósito de líquido de freno delantero, tal y como lo adujo la parte actora en la demanda.

Respecto al segundo de los elementos de la acción, a juicio del A quo, se encontró acreditada la existencia de la actividad administrativa irregular.

Para lo que atendió a lo que disponen los artículos 115 fracciones I párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 114 fracciones I, párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; en los que se establece que el órgano de gobierno del Municipio es el Ayuntamiento, y que al Municipio le corresponde entre otros la prestación del servicio público de calles, a saber:
 “Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

I.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. (….)

[…]
III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

[…]
g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; […]”
 “ARTÍCULO 114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes:

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa. La competencia del gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva, y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. Los ayuntamientos se compondrán por un presidente municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad de género electos popularmente por votación directa, quienes podrán reelegirse por un período adicional por el mismo cargo. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubiere postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. Cuando se trate de presidentes municipales y los integrantes de la planilla electos como candidatos independientes, sólo podrán ser reelectos con esta misma calidad. Las personas que, por elección indirecta o por nombramiento o designación de alguna autoridad, desempeñen la función propia de sus cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, podrán ser reelectas para el período inmediato siguiente.

[…]
III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

[…]
g) Calles, parques, jardines y su equipamiento;

Adicionalmente, tomó en cuenta lo establecido en los artículos 14, fracción VIII y 142, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, que prescriben la facultad-obligación de los municipios para organizar y reglamentar la prestación de los servicios públicos a su cargo, entre ellos el de calles, así como que la prestación de los servicios públicos estará a cargo de los Ayuntamientos En seguida se transcriben las disposiciones legales en cita:

“ARTICULO 141. Los municipios organizarán y reglamentarán la administración, prestación, conservación y explotación en su caso, de los servicios públicos y funciones municipales, considerándose que tienen este carácter los siguientes:

[…]
VII. Calles, parques y jardines, y su equipamiento; […]”
“ARTICULO 142. La prestación de los servicios públicos y funciones municipales será responsabilidad de los ayuntamientos, y podrá ser realizada por sí o a través de organismos paramunicipales o intermunicipales, y de concesionarios o contratistas.”

Así mismo, atendió a lo dispuesto en el artículo 118 fracción XI del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, que establece como competencia del ayuntamiento a través de la Comisión permanente de Alumbrado y Obras Públicas, el proponer medidas sobre la conservación de la pavimentación de las calles; a continuación se transcribe la disposición reglamentaria transcrita:

“ARTÍCULO 118. La Comisión Permanente de Alumbrado y Obras Públicas tendrá a su cargo: …

XI. Proponer medidas sobre la conservación de la pavimentación de las calles, guarniciones, aceras y lugares públicos; (…)”

Preceptos legales de los que, la Sala Unitaria concluyó que es al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, a quien corresponde la prestación del servicio público de calles, lo que comprende entre otras actividades la conservación y reparación de las calles.

Por tanto, para justificar la existencia de la actividad administrativa irregular, atendió a lo expuesto por la parte actora en su escrito de demanda; es decir que al conducir su motocicleta cayó en un bache ubicado en la intersección de la avenida Venustiano Carranza y calle Doctor Carlos Canseco, lo que ocasionó que perdiera el control del vehículo que se deslizó por su costado derecho sobre la calle, y que esto le ocasionó daños.

Sobre el particular, acotó, en el presente caso no fue materia de controversia la existencia del bache en el pavimento de la intersección de las calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, que se encuentra descrito en el punto I, del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda.

Pues, en ese sentido, advirtió, que ante la falta de controversia, los hechos no serían materia de prueba, ya que únicamente lo serán los eventos controvertidos, es decir, aquellos respecto de los cuales se entabló la litis.

Así mismo, reiteró, que los hechos cuya contestación se evita, omite o evade, se presumían ciertos salvo probanza en contrario, presunción legal que si bien admitía prueba en contrario, destacó, que en el sumario de cuenta no obró alguna relativa  a la mencionada presunción legal.

Adicionalmente la Tercera Sala Unitaria consideró que aunque no era necesaria la evidencia aludida; no era dable confundir el medio de convicción del hecho consistente en los daños, con la acreditación del daño o lesión patrimonial como elemento de la acción, que, sostuvo, requiere de una valoración de elementos jurídicos.

Para justificar el reclamo de responsabilidad patrimonial del estado, señaló que la parte actora aportó diversas evidencias; entre ellas, por su relación con el elemento de lesión patrimonial, destacó las documentales consistentes en dos videos, de cuya reproducción tuvo el A quo por colmada la existencia de dos baches en la intersección de las calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, ubicada en el extremo sur poniente del Parque de Morales y frente a la facultad de Medicina de la Universidad autónoma del San Luis Potosí.
A las referidas documentales les otorgó valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción II, y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Por lo que, de la valoración conjunta de las convictivas, y de la narrativa de hechos que tuvo por ciertos, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluyó que la parte actora acreditó el elemento de la acción relativa a la existencia de la actividad administrativa irregular, al haberse justificado el bache ubicado en la intersección de las calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, puesto que la existencia del mismo evidenció la deficiencia en la prestación del servicio público de calles, ante la omisión de la conservación y reparación de éstas cuando presentan un daño, y en todo caso, realizar la señalización que advierta a los conductores de vehículos sobre el estado del camino, que indique la existencia de baches, o que de ser el caso impida la circulación, así como las vías alternas a la calle dañada.

El Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, precisó, que si bien es cierto, en la objeción de las probanzas la autoridad demandada señaló que de las fotografías aportadas no se acreditó la existencia del desperfecto en la rúa, en la fecha en que ocurrieron los hechos; lo valoró infundado, por una parte, porque determinó que la parte actora ofertó las evidencias consistentes en fotografías para un fin diverso que fue acreditar los daños, y con un par de vídeos, apreció la existencia de dos baches, uno de ellos en la intersección de la calles de Venustiano Carranza y Doctor Carlos Canseco, medios de convicción que valoró en unión con lo señalado por la parte actora en la demanda, en cuanto a que al circular en la intersección mencionada cayó en un bache, lo que originó la reclamación de responsabilidad patrimonial del estado.

Tocante al tercero de los elementos de la acción, que se refiere al nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado, la Sala de origen resolvió que se encuentra plenamente demostrado con las mismas evidencias con las que se tuvo por acreditados el primero y el segundo de los elementos, que ya fueron descritas y valoradas.

Esto es así, pues de ellas se desprende claramente la relación causa y efecto entre la actividad administrativa irregular traducida en que la autoridad demandada, Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, prestó de manera deficiente el servicio público de calles, ante la omisión de la conservación y reparación de la calle cuando presenta un daño, y en todo caso, realizar la señalización que advierta a los conductores de vehículos sobre el estado del camino, que indique la existencia de baches, o que de ser el caso impida la circulación.

Lo que, concluyó, condicionó que el actor, como lo indicó en el punto número I, del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, al que conducía su motocicleta cuando cayó en un bache ubicado en la intersección de la avenida Venustiano Carranza y calle Doctor Carlos Canseco, lo que ocasionó que perdiera el control del vehículo que se deslizó por su costado derecho sobre la calle, y que esto le ocasionó daños.
De lo que se sigue, que los perjuicios que sufrió la motocicleta del actor, afectó directamente a su patrimonio, y son consecuencia del hecho de tránsito ocurrido como consecuencia de la actividad administrativa del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, al prestar de manera deficiente el servicio público de calles.

De acuerdo con lo anterior, determinó que contrario a lo argumentado por la autoridad demandada en la objeción de pruebas y en la excepción del falta de acción y de derecho; en el caso si existió y quedó plenamente acreditada la relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular y la afectación patrimonial (daños en el vehículo tipo motocicleta de su propiedad) que sufrió la parte actora.

Por tanto, estableció que la accionante probó los elementos de la acción de responsabilidad patrimonial del estado, a cargo de la autoridad demandada **********, y con fundamento en los artículos 251 párrafo segundo, en relación con el artículo 14 fracción III de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí********** fijó como indemnización por daño material la cantidad de **********, y ordenó que con fundamento en el artículo 17 de la Ley en comento, dicha cantidad debería ser actualizada en términos del Código Fiscal del Estado, y hasta la fecha en que se verifique la liquidación total de la indemnización.
Contra lo anteriormente decidido por el Resolutor, **********, en su carácter de Síndico Municipal y representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, autoridad demandada, ahora apelante, vierte los siguientes agravios:

1. Que resulta indebida la sentencia recurrida en la medida en que la Tercera Sala Unitaria en el considerando tercero, resolvió, infundada la causal de improcedencia invocada por su representada, relativa a que en la especie no le asiste el carácter de autoridad demandada en el juicio, puesto que la parte actora atribuyó la actividad administrativa irregular a la Dirección de Obras Públicas y no al Ayuntamiento de San Luis Potosí por lo que no existía acto u omisión atribuible a esta autoridad, sino que se debió llamar a la indicada Dirección de Obras Públicas.
Así mismo establece, que resulta incorrecta y, por ende, ilegal, la determinación combatida, porque la Sala indebidamente sostiene que de conformidad con los artículos 115, fracción III, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 114, fracción III, inciso g) de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, el servicio público de calles es competencia del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

Arguye, además que no es correcta la apreciación de la Sala responsable, pues no advirtió que en términos del artículo 190, fracción XX del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, le corresponde a la Dirección de Obras Públicas, el mantenimiento de la vía pública, mediante el establecimiento, ejecución y control de acciones de bacheo.
2. En el segundo motivo de disenso, la autoridad recurrente refiere que resulta igualmente indebida la sentencia en la parte en la que el A quo, en el considerando cuarto, concluyó que en la especie no hay controversia en cuanto a los hechos que dan origen al reclamo de responsabilidad patrimonial y los tuvo por ciertos, porque la autoridad demandada no los afirmó ni negó y por tanto no se generó litis al respecto. 
3. En el agravio tercero, el apelante se duele que el A quo en la parte del considerando sexto, determinó que la parte actora acreditó los hechos constitutivos de su acción. 
Refiere, además, que el A quo primero sostiene que al no existir controversia en los hechos no hay discusión en los daños y luego refirió que éstos si deben acreditarse como elemento de la acción, que procedió a hacer referencia a las pruebas aportadas y sostuvo que con las siete fotografías apreció que los daños coincidieron con los descritos en la demanda.

Consideraciones las anteriores que, señala, transgreden los artículos 249 y 250 del Código Procesal de la materia pues no existe una fijación clara y precisa de los puntos controvertidos.
Asimismo, indica, la Sala Unitaria decretó infundada la objeción hecha valer por su representada en el sentido de que las pruebas aportadas no acreditaban plenamente que los daños hubieren sido causados en la forma, fecha y lugar que refirió la actora, y que tampoco se desprendía la existencia del bache, ni que los daños en la motocicleta fueran consecuencia del mismo, como tampoco existía medio de convicción de la data en que ocurrieron los hechos, ni que fuera consecuencia de una actividad administrativa irregular.

4. En el agravio identificado como cuarto, la autoridad recurrente señala que es igualmente indebida la sentencia aquí recurrida, particularmente en la parte del considerando séptimo, en la que -como consecuencia de haber tenido por satisfechos los elementos de la acción- se avoca a la cuantificación de la indemnización, pues señala, que la Sala indebidamente tomo en consideración que la autoridad demandada no afirmó ni negó los hechos y, por ende, evadió dar puntual contestación a los hechos, de ahí que tuvo por cierta la cuantificación de los daños.
5. En el agravio quinto y último, el apelante señala que es indebida la sentencia recurrida, en la parte en la que fija como indemnización la cantidad de **********, pues tal determinación carece de sustentos y de criterios utilizados para su cuantificación.
Ahora bien, dichos agravios, como ya se sostuvo anteriormente, son inoperantes, lo anterior atendiendo a las siguientes consideraciones.

Para sustentar tal calificativa, conviene precisar que el último párrafo del artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, señala:

ARTÍCULO 124.-…

“[…]

La responsabilidad del estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezca la ley. 

[…].”

Por su parte la Ley Reglamentaria del texto constitucional, es decir la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece en sus artículos 1º y 2º y 5º:

 ARTÍCULO 1º. La presente Ley es reglamentaria del último párrafo del artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí y es de orden público e interés general. 

ARTÍCULO 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del Estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. 

Se considerará actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.
ARTÍCULO 5º. La responsabilidad patrimonial es objetiva y directa; la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en la presente Ley y en las disposiciones legales a que se hace referencia en la misma.

 De la exégesis de los numerales transcritos, se tiene que la responsabilidad patrimonial a cargo del Estado, es objetiva y directa, por lo que tendrán derecho a la indemnización quienes sufran daños en cualquiera de sus bienes, posesiones  o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado; es decir, que cause daño a los bienes, posesiones y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.

Así mismo, los artículos 6°, 26 y 27 de la Ley en comento, establecen:
“ARTÍCULO 6º. Se exceptúan de la obligación de indemnizar los daños ocasionados por fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar, con los conocimientos científicos y recursos técnicos y materiales que sea accesibles a la entidad responsable.

Los daños y perjuicios personales y materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada habrán de ser reales, cuantificables en dinero y directamente relacionados con una o varias personas.

“ARTÍCULO 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios: 

I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y 

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final.

“ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley.
En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas.”
Numerales de los que, se colige, que el daño causado por la actividad administrativa irregular del Estado, deberá ser real, evaluable en dinero, directamente relacionado con una o varias personas y desiguales a los que pudieran afectar al común de la población, en el entendido de que la responsabilidad del Estado deberá probarla el reclamante que considere lesionado su patrimonio, por no tener la obligación jurídica de soportarlo.

Y al Estado corresponderá probar, en su caso, la participación de terceros o del propio reclamante en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo, que los daños no son consecuencia de la actividad administrativa irregular por su parte, que derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables según los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento; o bien, por fuerza mayor que lo exonere de responsabilidad patrimonial, precisándose como excepciones a la obligación de indemnizar, los casos fortuitos y de fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de esta actividad administrativa irregular.

Así como aquéllos que deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento y los casos en los que el solicitante de la indemnización sea el único causante del daño.

Preceptos legales de cuya interpretación sistemática se advierte además que, el particular está en aptitud de reclamar la reparación del daño directamente al Estado –responsabilidad directa–, sin necesidad de acudir, en primer término, en contra del funcionario a quien pudiera imputarse el daño, pues lo que determina la obligación y responsabilidad derivada, es la realización objetiva del hecho dañino, imputable al Estado –responsabilidad objetiva– y no la motivación subjetiva del agente de la administración.

De tal forma que el objeto de la responsabilidad patrimonial del Estado consiste en la reparación de los daños producidos; es decir, en indemnizar al sujeto pasivo que resiente la actividad administrativa irregular, compensándolo económicamente de manera tal que restaure la integridad del patrimonio afectado, cuando el daño ha surgido, precisamente, a partir de esa actividad indebida del Estado; considerando para ello, que el sujeto titular del derecho no tenga obligación jurídica de soportarlo.
Así, conforme a los numerales anteriormente precisados, para determinar si existe responsabilidad patrimonial por parte del Estado y, por consiguiente, para que proceda el pago indemnizatorio por la actividad del Estado que se repute irregular, es indispensable que el reclamante que considere lesionado su patrimonio, demuestre:
i) La existencia de un daño material, valorable económicamente e individualizado en relación a su persona, del cual no existe obligación jurídica alguna de soportarlo.

ii) Que el daño sea imputable a la Administración Pública, por ser efecto de su actividad administrativa irregular, la cual puede derivar, como se precisó, de la prestación deficiente del servicio público.

iii) El nexo causal entre el daño y la actividad de la Administración Pública, esto es, la relación causa efecto entre la actividad y el daño.

Lo anterior, en el entendido que de no actualizarse uno de los elementos sustanciales de la responsabilidad extracontractual del Estado; o, bien, de concurrir alguna exonerante o excluyente de la misma, no se configurará la responsabilidad patrimonial de tal ente, por daños derivados de actos irregulares, absolviéndosele de la consecuente indemnización.
En apoyo de lo expuesto, es aplicable la tesis 1a. CLXXI/2014 (10a.), sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, página 820, Libro 5, Tomo I, de Abril de 2014, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que establece:
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. REQUISITOS PARA QUE PROCEDA. Toda vez que el término "responsabilidad objetiva" que prevé la Constitución, no puede ser entendido en el sentido que se le atribuye a la responsabilidad objetiva civil, sino que refiere a una responsabilidad derivada de un acto irregular del Estado, deben trasladarse los requisitos propios de la responsabilidad civil al esquema de responsabilidad patrimonial del Estado, sin ser necesario probar la culpa de un agente del Estado en particular, sino la actuación irregular de la dependencia demandada. Así, para que proceda el pago indemnizatorio por la actividad irregular del Estado, deben concurrir los siguientes requisitos: 1) La existencia de un daño. Dicho daño debe ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado en relación con una o varias personas. 2) Que el daño sea imputable a la Administración Pública, por ser efecto de su actividad administrativa irregular, la cual puede consistir en la prestación deficiente del servicio público de salud. 3) El nexo causal entre el daño y la actividad de la Administración Pública.”

También, la tesis 2a. LI/2015 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, página 1078, Libro 19, Tomo I, de Junio de 2015, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que dice:
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CARGA DE LA PRUEBA PARA DEMOSTRAR EL DAÑO MORAL CAUSADO POR LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. El artículo 1916 del Código Civil Federal señala que se presumirá que hubo daño moral cuando se vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertad o la integridad física o psíquica de las personas, sin embargo, la presunción aludida debe enmarcarse dentro de las finalidades perseguidas por el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues de lo contrario, se correría el riesgo de transgredir el equilibrio presupuestario que se pretende conservar mediante el sistema de responsabilidad patrimonial estatal. Atento a lo anterior, si conforme a las reglas y los principios que rigen el sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, corresponde al gobernado demostrar el daño causado por la actividad administrativa irregular que imputa a la autoridad, se colige que, por regla general, tiene la carga probatoria de acreditarlo, por lo que no basta su simple dicho en el sentido de que se le ha causado una afectación extra-patrimonial o espiritual para que le sea concedida la indemnización correspondiente, sino que tendrá que acreditar ese extremo con los medios probatorios que considere conducentes. A su vez, si la autoridad niega otorgar la indemnización por daño moral, debe fundar y motivar adecuadamente su resolución, lo cual deberá evaluar el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en caso de impugnarse mediante la vía contenciosa. La excepción a la anterior regla ocurre en los casos en que, acorde a la naturaleza trascendental de la lesividad causada en la libertad o integridad física o psíquica de la persona, sea evidente el menoscabo a sus bienes extra-patrimoniales o espirituales y, por ende, no se requiera que aporte pruebas para acreditar el daño moral, al resultar redundantes o innecesarias.”

Establecido lo anterior, en lo relativo a los agravios enunciados con los números 1, 2, 3, 4, y 5, serán estudiados en conjunto, si bien, no porque se encuentren estrechamente relacionados, sí porque la respuesta que ameritan resulta ser la misma. 
En ese orden, se debe de señalar los argumentos en cuanto a:

1. Que resulta incorrecta y, por ende, ilegal, la determinación combatida, porque la Sala indebidamente sostiene que de conformidad con los artículos 115, fracción III, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 114, fracción III, inciso g) de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, el servicio público de calles es competencia del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y que no es correcta la apreciación de la Sala responsable, pues no advirtió que en términos del artículo 190, fracción XX del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, le corresponde a la Dirección de Obras Públicas, el mantenimiento de la vía pública, mediante el establecimiento, ejecución y control de acciones de bacheo.
2. Que resulta igualmente indebida la sentencia en la parte en la que el A quo, en el considerando cuarto, concluyó que en la especie no hay controversia en cuanto a los hechos que dan origen al reclamo de responsabilidad patrimonial y los tuvo por ciertos.
3. Que el apelante se duele que el A quo en la parte del considerando sexto, determinó que la parte actora acreditó los hechos constitutivos de su acción; Que el A quo primero sostiene que al no existir controversia en los hechos no hay discusión en los daños y luego refirió que éstos si deben acreditarse como elemento de la acción, que procedió a hacer referencia a las pruebas aportadas y sostuvo que con las siete fotografías apreció que los daños coincidieron con los descritos en la demanda, consideraciones las anteriores que transgreden los artículos 249 y 250 del Código Procesal de la materia pues no existe una fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, y que indebidamente la Sala Unitaria decretó infundada la objeción hecha valer por su representada a las pruebas aportadas por la parte actora. 
4. Que es igualmente indebida la sentencia aquí recurrida en la parte del considerando séptimo, en la que  se avoca a la cuantificación de la indemnización.
5. Y por último, que es indebida la sentencia recurrida, en la parte en la que fija como indemnización la cantidad de $5,286.00 (cinco mil doscientos ochenta y seis pesos 00/100 moneda nacional.), pues tal determinación carece de sustentos y de criterios utilizados para su cuantificación.

Quien aquí resuelve sostiene la calificación dada a los motivos de disenso, toda vez que el recurrente se limita a decir que son indebidas las anteriores determinaciones emitidas por el A quo, sin exponer razonamientos contundentes que así lo demuestren, pues no puede considerarse como agravio la simple manifestación u opinión del recurrente de inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida por considerarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con razonamientos, los que la hayan fundado y, en el caso, es patente que los agravios antes citados, no controvierten de manera eficaz si la autoridad responsable actuó de manera incorrecta, pues los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en la especie no aconteció.
Siendo que en efecto la Tercera Sala Unitaria, sostuvo que de conformidad con los artículos 115, fracción III, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 114, fracción III, inciso g) de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, el servicio público de calles es competencia del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Por otro lado, el A quo señaló que en la especie no hay controversia en cuanto a los hechos que dan origen al reclamo de responsabilidad patrimonial y los tuvo por ciertos, y señaló que la controversia se centraba en lo relativo a la prueba del nexo causal de la responsabilidad patrimonial del estado.

Pues determinó tener por ciertos, los hechos narrados por la Parte Actora en los puntos I y II del capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, por no haber sido controvertidos, al señalar que únicamente son materia de prueba los hechos controvertidos, para lo cual atendió lo dispuesto en los artículos 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, 55, 241 párrafo segundo, y 249 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 260, 270, 273 y 276 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo acorde con al artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria 

En otro orden, decidió que no había controversia sobre lo señalado por la parte actora en la demanda respecto de la cuantificación de los daños; ya que la autoridad demandada evadió dar puntual contestación a los hechos, de manera que no generó controversia, y por tanto, consideró no hubo litis al respecto, acorde a lo estipulado en los artículos 55, 241 párrafo segundo, y 249 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 260, 270, 273 y 276 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en al Juicio Contencioso Administrativo acorde con al artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por otro lado, estableció que la acción de Responsabilidad Patrimonial del Estado, se integra por la existencia de tres elementos, a saber:

A. La existencia del daño o lesión en el reclamante;

B. La existencia de una actividad administrativa irregular; y

C. El nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado.

Por lo que analizó cada uno de los elementos definidos, en relación a lo planteado por la actora en la demanda. En primer lugar, de la valoración conjunta de las pruebas documentales, a las cuales les otorgó valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción II y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo) y de la narrativa de hechos que tuvo por ciertos, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluyó que la parte actora acreditó el elemento de la acción de reclamación de responsabilidad patrimonial del estado consistente en el daño en el patrimonio de la parte actora, es decir la lesión patrimonial.
En segundo término, respecto de la existencia de la actividad administrativa irregular, a juicio del A quo, se encontró acreditada.

Para lo que atendió a lo que disponen los artículos 115 fracciones I párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 114 fracciones I párrafo primero y III inciso g) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; en los que se establece que el órgano de gobierno del Municipio es el Ayuntamiento, y que al Municipio le corresponde entre otros la prestación del servicio público de calles.

Adicionalmente, tomó en cuenta lo establecido en los artículos 141 fracción VIII y 142, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, que prescriben la facultad-obligación de los municipios para organizar y reglamentar la prestación de los servicios públicos a su cargo, entre ellos el de calles, así como que la prestación de los servicios públicos estará a cargo de los Ayuntamientos.

Así mismo, atendió a lo dispuesto en el artículo 118 fracción XI del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, que establece como competencia del ayuntamiento a través de la Comisión permanente de Alumbrado y Obras Públicas, el proponer medidas sobre la conservación de la pavimentación de las calles.

De igual manera señaló que de la valoración conjunta de las pruebas documentales, a las que otorgó valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción II y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo y de la narrativa de hechos que tuvo por ciertos, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluyó que la parte actora acreditó el elemento de la acción relativo a la existencia de la actividad administrativa irregular.

Y en tercer lugar, tocante al último de los elementos de la acción, que se refiere al nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado, la Sala de origen resolvió que se encuentra plenamente demostrado con las mismas pruebas con las que se tuvo por acreditados el primero y el segundo de los elementos
Finalmente, determinó que contrario a lo argumentado por la autoridad demandada en la objeción de pruebas y en la excepción de falta de acción y de derecho, en el caso si existió y quedó plenamente acreditada la relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular y la afectación patrimonial (daños en el vehículo tipo motocicleta de su propiedad) que sufrió la parte actora y, estableció que probó los elementos de la acción de responsabilidad patrimonial del Estado, a cargo de la autoridad demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y con fundamento en los artículos 251 párrafo segundo, en relación con el artículo 14 fracción III de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, fijó como indemnización por daño material la cantidad de $5,286.00 (cinco mil doscientos ochenta y seis pesos 00/100 m.n.), ordenando que con fundamento en el artículo 17 diecisiete de la Ley en comento, dicha cantidad debería ser actualizada en términos del Código Fiscal del Estado, y hasta la fecha en que se verifique la liquidación total de la indemnización
Consideraciones que, como ya se dijo, en modo alguno fueron controvertidas eficazmente por la autoridad demandada ahora recurrente, lo que abunda aún más en la inoperancia de las disconformidades aquí analizadas.
En apoyo de lo sustentado, cabe invocar la tesis de jurisprudencia VI. 2o. J/321, localizable en la página 86, Tomo 80, Agosto de 1994, del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente a Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, del rubro y contenido: 
“AGRAVIOS. NO LO SON LAS AFIRMACIONES QUE NO RAZONAN CONTRA LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO QUE ATACAN.- No puede considerarse como agravio la simple manifestación y opinión del recurrente de inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida por considerarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con razonamientos, los que la hayan fundado.”

Este Tribunal de Alzada no soslaya que la autoridad recurrente también señala en su agravio primero que resulta indebida la sentencia recurrida en la medida en que la Tercera Sala Unitaria en el considerando tercero, resolvió infundada la causal de improcedencia invocada por su representada, relativa a que en la especie no le asiste el carácter de autoridad demandada en el juicio, puesto que la parte actora atribuyó la actividad administrativa irregular a la Dirección de Obras Públicas y no al Ayuntamiento de San Luis Potosí, por lo que no existía acto u omisión atribuible a esta autoridad, sino que se debió llamar a la indicada Dirección de Obras Públicas.
Argumento el anterior que deviene inoperante, dado que es una reiteración de los argumentos planteados en su contestación de demanda, mismos que ya fueron analizados en la sentencia recurrida, siendo que la Tercera Sala Unitaria determinó infundada la causal de improcedencia aducida, pues desestimó tales argumentos al señalar que en el primer párrafo del punto II del capítulo de “HECHOS” de la demanda, la parte actora señaló puntualmente: 

“II.- El vehículo anteriormente mencionado al volcarse sobre su costado derecho sufrió daños en parte de la carrocería ocasionados por la caída,  resultado de la magnitud del  bache generado por la falta de mantenimiento a la cinta asfáltica por parte del H. Ayuntamiento de S.L.P.”
Con lo que la Sala de origen concluyó que la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado si se enderezó en contra de Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Así, al resultar reproducido a manera de agravio, el argumento expuesto en su escrito de contestación de demanda, se determina que la demandada no ataca las consideraciones de la Sala de Origen ni los fundamentos en que se basó al dictar la sentencia hoy impugnada, pues ese argumento no es más que un mero intento de llevar sustancia a la apelación en esta Alzada, de ahí la calificación a dicho disenso.
Resulta aplicable, la jurisprudencia 85/2008 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 144 del citado medio de difusión oficial de la Novena Época, Tomo XXVIII, Septiembre de 2008, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, del epítome y texto de la voz: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE SÓLO PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado reiteradamente que una de las modalidades de la inoperancia de los agravios radica en la repetición de los argumentos vertidos en los conceptos de violación. Al respecto, conviene aclarar que si bien una mera repetición, o incluso un abundamiento en las razones referidas en los conceptos de violación, pueden originar la inoperancia, para que ello esté justificado es menester que con dicha repetición o abundamiento no se combatan las consideraciones de la sentencia del juez de distrito. Este matiz es necesario porque puede darse el caso de que el quejoso insista en sus razones y las presente de tal modo que supongan una genuina contradicción de los argumentos del fallo. En tal hipótesis la autoridad revisora tendría que advertir una argumentación del juez de amparo poco sólida que pudiera derrotarse con un perfeccionamiento de los argumentos planteados ab initio en la demanda. Sin embargo, también puede suceder que la repetición o abundamiento de los conceptos de violación no sea más que un mero intento de llevar sustancia a la revisión, siendo que las razones sostenidas tanto en los conceptos de violación como en los agravios ya fueron plenamente respondidas por el juzgador. En estos casos, la autoridad revisora debe cerciorarse de que el fallo recurrido presenta una argumentación completa que ha contestado adecuadamente todos los planteamientos de la demanda de amparo, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo, para estar en aptitud de declarar la inoperancia de los agravios al concluir que aun cuando el recurrente intenta abundar o profundizar sus conceptos de violación, con ello no combate la ratio decidendi del fallo recurrido.”

Así como también, el emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, cuyo rubro y texto son los siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES SI SON UNA REPETICIÓN DE LOS AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. Si los conceptos de violación son una reiteración, casi literal de los agravios invocados por el hoy quejoso en el recurso de apelación ante la Sala responsable, ya que sólo difieren en el señalamiento del órgano que emitió la sentencia, pues en los agravios se habla del Juez de primer grado o Juez a quo y en los conceptos de violación de los Magistrados o de la Sala o autoridad ad quem; entonces, debe concluirse que los denominados conceptos de violación son inoperantes por no combatir las consideraciones de la responsable al resolver tal recurso, que es el objetivo de los conceptos de violación en el amparo directo civil”.

Finalmente, en lo relativo al agravio enunciado como tercero, en el que señala es indebido el valor dado en el fallo impugnado a las fotografías y los videos aportados como pruebas por la actora, pues carecían de la certificación a que se refiere el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, debe decirse que el planteamiento expuesto también es inoperante y, por ende, resulta ineficaz para controvertir la resolución combatida. 

Lo anterior resulta así, en virtud de que se trata de argumentos novedosos que no fueron sometidos a consideración, ni se hicieron valer oportunamente ante la Sala responsable, lo que se traduce en que no tuvo la oportunidad de dirimir las cuestiones aducidas, porque no fueron planteadas en los términos que ahora se esgrimen en la apelación; además omite combatir los motivos y fundamentos que expuso el A quo para otorgarles valor probatorio pleno a dichas probanzas y se limita a señalar lo que refiere el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles en cita, por tanto, no puede ser motivo de estudio el agravio aludido. 

Apoya lo anterior la jurisprudencia número 1a./J. 150/2005, de esta Primera Sala, con registro 176604, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Diciembre de 2005, página 52, de rubro y texto siguiente: 
“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE REFIEREN A CUESTIONES NO INVOCADAS EN LA DEMANDA Y QUE, POR ENDE, CONSTITUYEN ASPECTOS NOVEDOSOS EN LA REVISIÓN. En términos del artículo 88 de la Ley de Amparo, la parte a quien perjudica una sentencia tiene la carga procesal de demostrar su ilegalidad a través de los agravios correspondientes. En ese contexto, y atento al principio de estricto derecho previsto en el artículo 91, fracción I, de la ley mencionada, resultan inoperantes los agravios referidos a cuestiones no invocadas en la demanda de garantías, toda vez que al basarse en razones distintas a las originalmente señaladas, constituyen aspectos novedosos que no tienden a combatir los fundamentos y motivos establecidos en la sentencia recurrida, sino que introducen nuevas cuestiones que no fueron abordadas en el fallo combatido, de ahí que no exista propiamente agravio alguno que dé lugar a modificar o revocar la resolución recurrida.”
Finalmente devienen inoperantes los disensos hechos valer, toda vez que de una contrastación entre la sentencia impugnada y los agravios vertidos, se advierte no combaten en su totalidad las consideraciones sustento del fallo apelado.

Al respecto, la inoperancia se define como la "falta de eficacia en la consecución de un propósito o fin". Así, atendiendo a la interpretación gramatical, por agravio inoperante debe entenderse aquel argumento que no es apto para producir lo que se pide, esto es, el examen de los argumentos expuestos en el acto o sentencia impugnada para revocarla o modificarla. Por tanto, una divergencia inoperante no amerita un examen de fondo, pues constituye la actualización de un obstáculo técnico que impide su estudio ante la falta de idoneidad o eficacia para lograr el objetivo que se pretende.

Resulta aplicable la jurisprudencia de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADO. Si los conceptos de violación no atacan los fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente, si no se está en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

Así como la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Y la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:
“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en el caso no sucedió, por lo que los agravios vertidos no pueden ser analizados válidamente por este tribunal de alzada.
Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la parte actora, aquí recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veinte de septiembre de dos mil veintidós, de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********, de su índice.
Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:
RESUELVE:
ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de veinte de septiembre de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas, remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Melissa del Carmen Vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,
 que autoriza y da fe.- RÚBRICAS.
 “En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 88 de los autos del Juicio de Origen.


� “ARTÍCULO 152 


[…]	


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 41-44 del Toca.


� Foja 51 del Toca.


� “Artículo 154. 


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”





� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





� Foja 86 del juicio de origen.





� Fojas 65-85 del Juicio de origen.


� “Artículo 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos, como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado.


Se considerará actividad administrativa irregular aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares, que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación, para legitimar el daño de que se trate.


Artículo 3º. Las disposiciones de ésta serán aplicables a la actividad administrativa irregular del estado que desarrollan los poderes del estado, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal mayoritaria; tribunales administrativos; organismos públicos autónomos; municipios, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación mayoritaria municipal.


� Fojas 02-05 del expediente de origen





� Fojas 09-10 del expediente de origen.


� Fojas 17-18  del expediente de origen.


� Fojas 59-60  del expediente de origen


� Foja 64 del juicio de origen.


� Fojas 182-189 del juicio de origen.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 144, registro digital 169004.


� Consultable en la página 845 cinco del tomo XI, marzo de 2000, Materia Común, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época.


� Consideraciones que fueron sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver ─en sesión de veintiuno de octubre de dos mil nueve─ la contradicción de tesis 27/2008-PL, de donde emergió la jurisprudencia 188/2009, de rubro: "AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS EN LOS QUE SE PRODUCE UN IMPEDIMENTO TÉCNICO QUE IMPOSIBILITA EL EXAMEN DEL PLANTEAMIENTO QUE CONTIENEN." Registro 166031.


� Visible en la página 27, volumen CXXVI, cuarta parte, de la Sexta Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro digital 269435.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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